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Señor:
JUZGADO DÉCIMO CIVIL MUNICIPAL ORAL DE BARRANQUILLA
E. S. D
 
Cordial saludo,
 
 
CLAUDIA MARCELA ZARATE VEGA, mayor de edad y vecina de esta ciudad, iden�ficado con cédula de
ciudadanía N. 63.340.722, obrando como demandante dentro del proceso en mención, me permito
presentar ante este despacho incidente de nulidad frente al proceso con número de radicado en
referencia.
 
Atentamente
 
CLAUDIA MARCELA ZARATE VEGA
CC. 63.340.722
 
 



. 
Señor: 
JUZGADO DÉCIMO CIVIL MUNICIPAL ORAL DE BARRANQUILLA 
E. S. D. 
 
 
REFERENCIA: INCIDENTE DE NULIDAD 
 
RADICADO: 2022-00612 
DEMANDANTE: CLAUDIA MARCELA ZARATE VEGA 
 
CLAUDIA MARCELA ZARATE VEGA, mayor de edad y vecina de esta ciudad, identificado con 
cédula de ciudadanía N. 63.340.722, obrando como demandante dentro del proceso en mención, 
me permito solicitar la siguiente. 
 

PETICIÓN 
 

1. Solicito señor Juez la nulidad de todo lo actuado dentro del proceso con numero de radicado 
2022-00612, después del 10 de octubre del 2022, fecha en la  cual se aperturo el proceso de 
liquidación patrimonial. 

2. Requerir al centro de conciliación Fundación Liborio Mejía sede Barranquilla a fin de aclarar 
el objetivo de la remisión del expediente al juez civil municipal y/o remisión del expediente  

 
HECHOS 

1. Mediante auto de fecha 16 de mayo del 2022 con radicado 002-295-022 fui admitido por 
parte del Centro de Conciliación Fundación Liborio Mejía sede Barranquilla, al proceso de 
insolvencia de persona  natural no comerciante, regulado por la LEY 1564 de 2012.  

2. En la sesión del día 11 de julio de 2022, los acreedores Bancoomeva y cooperativa Coomeva 
objetaron la existencia de las obligaciones con las personas natural, en consecuencia, la 
operadora de insolvencia aperturo etapa de objeciones tal como lo indica el artículo 552 del 
Código General, para ello se otorgaros los términos indicados en el mismo artículo, y 
posterior a ello el expediente fue enviado por parte del centro de conciliación a la oficina de 
reparto judicial, a finque se resuelva la objeción acá planteada 

3. Este despacho mediante auto del 10 octubre de 2022 en vez de dar tramite a la resolución 
de objeciones, decidió dar admisión al proceso de liquidación patrimonial, la cual no es 
viable jurídicamente hablando ya que aun no hay resultas del proceso toda vez que no se 
han agotado las etapas procesales inherentes al proceso de insolvencia de persona natural 
no comerciante. 

 
 
 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 

   Art. 550 No. 2 y 3: “2. De existir discrepancias, el conciliador propiciará fórmulas de arreglo 
acordes con la finalidad y los principios del régimen de insolvencia, para lo cual podrá suspender la 



audiencia. 
 
3. Si reanudada la audiencia, las objeciones no fueren conciliadas, el conciliador procederá en la 
forma descrita en los artículos 551 y 552.” 
 
“Artículo 552. Decisión sobre objeciones: Si no se conciliaren las objeciones en la audiencia, el 
conciliador la suspenderá por diez (10) días, para que dentro de los cinco (5) primeros días 
inmediatamente siguientes a la suspensión, los objetantes presenten ante él y por escrito la objeción, 
junto con las pruebas que pretendan hacer valer. Vencido este término, correrá uno igual para que 
el deudor o los restantes acreedores se pronuncien por escrito sobre la objeción formulada y aporten 
las pruebas a que hubiere lugar. Los escritos presentados serán remitidos de manera inmediata por 
el conciliador al juez, quien resolverá de plano sobre las objeciones planteadas, mediante auto que 
no admite recursos, y ordenará la devolución de las diligencias al conciliador. 
 
Una vez recibida por el conciliador la decisión del juez, se señalará fecha y hora para la continuación 
de la audiencia, que se comunicará en la misma forma prevista para la aceptación de la solicitud. 
 
Si dentro del término a que alude el inciso primero de esta disposición no se presentaren objeciones, 
quedará en firme la relación de acreencias hecha por el conciliador y la audiencia continuará al 
décimo día siguiente a aquel en que se hubiere suspendido la audiencia y a la misma hora en que 
ella se llevó a cabo.” 
 
 

ANEXOS 
 

1. Auto de admisión de proceso de negociación de deudas de persona natural no 
comerciante. 

2. Auto de sesión desarrollada con fecha del 11 de julio de 2023 
3. Escrito de objeciones Bancoomerva 
4. Descorres de objeciones 

 
 

NOTIFICACIONES 
 
 
Recibiré notificaciones en la siguiente dirección Correo electrónico: 
reorganizacion@avanzarsoluciones.com, reorganizacion8@avanzarsoluciones.com 
 
Teléfono: 3112303076 
 
   Atentamente,  
 

 
 
 
CLAUDIA MARCELA ZARATE VEGA 
CC. 63.340.722 
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Bogota, 15 de Julio de 2022 

Señores  
CENTRO DE CONCILIACION DE LA FUNDACION LIBORIO MEJIA 
Atn: Dra. Rosalba Duarte Rueda 
Operadora de Insolvencia  
Juez Civil Municipal de Bogota - Reparto 
La Ciudad 
 
Ref.: OBJECIONES  
Deudor: Claudia Marcela Zarate Vega CC. 63.340.722 
Acreedor: Banco Coomeva S.A. 
 
 
DEISSY LILIANA GOMEZ GOMEZ, identificada con cédula de ciudadanía No. 53.083.228 expedida en Bogotá, portadora 
de la Tarjeta Profesional No. 183.486 del Consejo Superior de la Judicatura, en calidad de Apoderada del BANCO 
COOMEVA S.A. “BANCOOMEVA” dentro del TRÁMITE INSOLVENCIA DE PERSONA NATURAL NO COMERCIANTE  
de la referencia, según poder conferido por el señor LENARD ANTONIO MONROY DUBOIS, mayor de edad y domiciliado 
en Bogotá, identificado con la cédula de ciudadanía No. 93.204.744 expedida en Purificación, Tolima, obrando en calidad 
de Apoderado Especial del BANCO COOMEVA S.A. “BANCOOMEVA”, con NIT. 900.406.150-5, establecimiento de crédito 
legalmente constituido, con domicilio principal en la ciudad de Cali (Valle del Cauca), me permito presentar las siguientes 
OBJECIONES por NATURALEZA, CUANTIA Y EXISTENCIA en trámite que adelanta la señora CLAUDIA MARCELA 
ZARATE VEGA conforme a los siguientes:  
 

HECHOS 
 

1. La Señora CLAUDIA MARCELA ZARATE VEGA radico ante centro de conciliación de la Fundación Liborio Mejia 
una solicitud de admisión a trámite de negociación de deudas.  

2. Tramite admitido por centro de conciliación 16 de Mayo del año 2022.  
3. En audiencia de negociación, etapa de reconocimiento de acreencias se presentan créditos de las siguientes 

personas:  
 
- Cesar Augusto Zarate Vega CC 91.277.716 por valor de  $ 120.000.000,oo 
- Silvia Viviana Moreno Rueda CC 63.562.255 por valor de $   50.000.000, oo 
- Gloria Omaira Rueda Rosas CC 63.276.539 por valor de  $   30.000.000,oo 

 
4. Ante la existencia de un pasivo tan alto en favor de las personas naturales con el que se lograría generar 

contrapeso para la aprobación de un posible acuerdo de pago y de la mima forma el “arrastre” de la propuesta 
de pago. 

5. En Diligencia del 23 de Julio de 2022 se solicita exhibición de títulos Judiciales recibiendo solamente los títulos 
de los titulares Cesar Augusto Zarate y Silvia Viviana Moreno no mas. 
Respecto de los títulos base de la acreencia que manifiesta tener la Sra. Gloria Omaira Rueda no se corrió 
traslado a los demás acreedores pese a la solicitud elevada.  

6. No obstante, lo anterior la presentación de título no es prueba suficiente que, de nuestra la existencia de la 
obligación, máxime cuando el deudor no aporta a la masa de acreedores prueba que permita inferir más allá su 
existencia por montos tan altos y en la entrevista realizada no hay claridad frente a su préstamo ni a su origen 
de fondos, a los intereses que se generan por la supuesta mora y si los mismos han sido declarados frente a 
autoridad competente.  

7. En desarrollo de diligencia se valida situación de la responsabilidad fiscal del deudor indica ser responsable de 
declaración de renta y en diligencia se solicita aporte declaración de renta donde la misma no es aportada 
generando confusión en la masa de acreedores.  
 



 
8. En este entendido me permito presentar las siguientes objeciones sobre el siguiente crédito presentado dentro 

del trámite:  
- Cesar Augusto Zarate Vega CC 91.277.716 por valor de  $ 120.000.000,oo 
- Silvia Viviana Moreno Rueda CC 63.562.255 por valor de $   50.000.000, oo 
- Gloria Omaira Rueda Rosas CC 63.276.539 por valor de  $   30.000.000,oo 

 

 
FUNDAMENTOS 

 
Conforme a los artículos 550, 551 y 552 del Código General del Proceso me permito sustentar las objeciones presentadas 

de la Siguiente Manera:  

1. DE LOS CRITERIOS DE ACEPTACIÓN Y VALIDACIÓN DEL TRÁMITE. 

Acorde con lo establecido en el numeral 4 del artículo 537 de la Ley 1564 de 2.012, corresponde al conciliador verificar los 

supuestos para dar aceptación al procedimiento de insolvencia de persona natural no comerciante solicitado por el deudor; 

por lo cual el conciliador debe analizar y determinar el cumplimiento del deber legal conforme lo anota la norma:  

Dentro del ordenamiento legal regulatorio para acogerse al trámite de reorganización de pasivos establece “la Solicitud de 

trámite de Negociación de deudas podrá ser presentada directamente por el deudor o a través de apoderado Judicial y a 

ella se anexarán los siguientes documentos, ……. 

Hoy en día se hace necesario brindar garantías a todas las partes, siendo fundamental que las acreencias reconocidas de 
un trámite de insolvencia sean claras y reales a fin de evitar desmejorar o perjudicar a los acreedores frente a sus deudores, 
si bien es cierto que para presentar la solicitud de negociación de deuda no se exige prueba del crédito, dado que se 
presume de la buena fe del solicitante en este caso el deudor, no es menos cierto que para el trámite de objeciones se 
hace necesario, toda vez que la carga de la prueba se invierte, correspondiéndole al deudor insolvente demostrar su 
existencia mediante pruebas idóneas y conducentes que conlleven al Juez a la certeza que efectivamente existe la 
obligación y cumple preceptos legales no solo del título valor si no normas concordantes, como en este caso lo viene a ser 
de resorte del estatuto tributario.  
 
Distintos pronunciamientos de los jueces en Colombia han dejado claro que las objeciones son litigios de carácter 
contencioso y jurisdiccional, que deben ser resueltos conforme a los principios probatorios generales, si la objeción se 
refiere a un crédito el deudor debe probarlo en virtud de que se le traslada la carga probatoria y en este caso no solo del 
documento que contenga obligación si no también la carga tributaria  y fiscal  que ello implica con el préstamo realizado, 
toda vez que nuestro ordenamiento no pueden desligarse normas con la misma fuerza vinculante como lo es el 
ordenamiento fiscal y tributario en Colombia que llevan a determinar que no estamos hablando de un simple documento 
elaborado por quien tiene un interés si no que estamos dando aplicación a nuestro ordenamiento legal en conjunto. 
 
Ahora bien para el caso en concreto no es claro para esta entidad la validez de la información presentada toda vez que 
carece de soporte que garantice las transferencia del dinero y su existencia a la Luz Fiscal, pues es bien sabido que la 
norma colombiana nos obliga a reportar y declarar la existencia de recursos que ingresan y salen de nuestro patrimonio 
máxime cuando están de por medio montos tan altos y que un formato de título valor firmado en cualquier momento 
desmejora y perjudica acreedores frente al deudor; de esta misma forma evitamos así ser cómplices de delitos penales 
contra el orden Económico Social.   
 

2. DEL PRINCIPIO DE BUENA FE:  
 
En este ámbito es pertinente tener como base de todas las actuaciones la presunción de buena fe de las partes, que 
incluye el deber por parte del deudor de incluir la realidad de sus pasivos y por parte de los acreedores o terceros no 
pretender la inclusión de sumas dinerarias no adeudadas en desmedro de los intereses de los demás señala la 
Jurisprudencia en casos relevantes a procesos de insolvencia que la buena fe consiste en que” las actuaciones en el curso 
del procedimiento de insolvencia deberán estar envestidas de la buena fe tanto del deudor como de los acreedores y 
demás sujetos intervinientes quienes deberán propiciar la negociación” actos que por naturaleza deben partir de hechos 
ciertos y verdaderos. 
 



 
 

3. DEL PROCEDIMIENTO TRIBUTARIO 
 
Es importante precisar que el artículo 533 de la Ley 1564 de 2012 “Por medio de la cual se expide el Código General del 
Proceso y se dictan otras disposiciones”, establece que serán competentes para conocer de los procedimientos de 
negociación de deudas y convalidación de acuerdos de la persona natural no comerciante: “los centros de conciliación del 
lugar del domicilio del deudor expresamente autorizados por el Ministerio de Justicia y del Derecho para adelantar este 
tipo de procedimientos, a través de los conciliadores inscritos en sus listas. Las notarías del lugar de domicilio del deudor, 
lo harán a través de sus notarios y conciliadores inscritos en las listas conformadas para el efecto de acuerdo con el 
reglamento”. 
 
El artículo 630 del Estatuto Tributario consigna uno de los deberes y obligaciones de aportar información señalados para 
los jueces civiles, la cual es utilizada con el fin de efectuar los estudios y cruces de información necesarios para el debido 
control de los tributos, así como de cumplir con otras funciones de su competencia, sin que lo consignado en dicho artículo 
se pueda extender a otros sujetos tales como los centros de conciliación o notarios cuando adelanten los procesos de 
insolvencia de que trata la Ley 1564 de 2012.  
 
Sin embargo, los centros de conciliación no se encuentran exentos del deber de suministrar la información que la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales- DIAN solicite y de atender los requerimientos de que tratan los artículos 684 y 686 
del Estatuto Tributario, teniendo en cuenta las amplias facultades de fiscalización e investigación para asegurar el efectivo 
cumplimiento de las normas sustanciales que le han sido conferidas a la Autoridad Tributaria. 
 
Si bien dichos centros de conciliación se encuentran en la obligación de comunicar a la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales -DIAN, cuando sea del caso, sobre el inicio de estos procesos con el fin de que la Entidad se haga parte, 
conforme lo dispuesto en el inciso 1° del artículo 548 de la Ley 1564 de 2012, también es cierto que los mismos solo se 
hacen parte dentro del trámite para validar la existencia de obligaciones a favor de esta misma dirección no es menos 
cierto que la misma frente a su papel de fiscalización y aporte de documentación no se presenta en la práctica.  
 
Que para el caso en mención se hace necesario oficiar a dicha entidad con el fin de evitar la evasión fiscal y así mismo 
omisión de este trámite no sea constituyente de causal de mala conducta y complicidad en delitos penales contra el orden 
Económico Social, no solo solicitando al deudor su declaración de orden fiscal, si no a sus acreedores que por los montos 
reportados se encuentran también en la obligación de evitar caer en delitos penales de orden económico social.  
 

4. DE LA COMPETENCIA DE LA CONTROVERSIA Y OBJECION   
 
La competencia para resolver la presente objeción corresponde al Juez Civil Municipal de la ciudad de Sincelejo, en 
atención a lo preceptuado por el artículo 534 del C.G. del P., que a la letra reza:  
 
“COMPETENCIA DE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA CIVIL. De las controversias previstas en este título conocerá, en 
única instancia, el juez civil municipal del domicilio del deudor o del domicilio en donde se adelante el procedimiento de 

negociación de deudas o validación del acuerdo. 
El juez civil municipal también será competente para conocer del procedimiento de liquidación patrimonial. 

 
PARÁGRAFO. El juez que conozca la primera de las controversias que se susciten en el trámite previsto en esta ley, 
conocerá de manera privativa de todas las demás controversias que se presenten durante el trámite o ejecución del 

acuerdo. En estos eventos no habrá lugar a reparto”. 
 

PETICIONES 

Primera: Teniendo en cuenta lo expuesto, solicito al operador de insolvencia dar traslado de esta objeción al deudor y los 

demás acreedores para que se pronuncien sobre la misma. 

Segunda: Una vez agotado el término de Ley, se remita para reparto a los Juzgados Civiles Municipales de Yopal, para 

que el señor Juez, previo los trámites legales, declare probada la OBJECIÓN, teniendo en cuenta los hechos y 

consideraciones expuestas.  



 
Tercero: Dicha objeción se presenta debido a la importancia de la claridad y certeza de las obligaciones cuyos acreedores 

corresponden a personas naturales, máxime que pese a presentarse por medios virtuales no podemos dar certeza de que 

sea a quienes se les relaciona en el mismo, por lo que se ha podido manifestar el monto adeudado con respecto a capital 

pero no frente a los intereses y tal es la duda que genera la existencia de mencionadas acreencias, que el deudor indica 

cancelar fuera de los términos de la norma y aun así no hay interés o mención alguna que permita inferir que sus intereses 

como acreedores se ven afectados; la certeza de la validez de los montos presentados así como su naturaleza no genera 

certeza frente a lo manifestado en diligencia.. 

Cuarto: Si bien es cierto que al presentar la solicitud de negociación de deudas no se exige prueba del crédito, para el 

trámite de las objeciones si se hace necesario, toda vez que la carga dinámica de la prueba se invierte, correspondiéndole 

al insolvente demostrar su existencia mediante pruebas idóneas y conducentes que conlleven al Juez a la certeza que 

efectivamente existe la obligación, de conformidad con lo indicado en el artículo 167 del Código General del Proceso. 

Quinto: Como solicitud especial Solicito muy respetuosamente su señoría que, se oficie a la DIRECCIÓN DE IMPUESTOS 
Y ADUANAS NACIONALES – DIAN - para que llegue al expediente copia de las declaraciones de renta que indica el titular 
estar en la obligación de presentarlas, con el fin de verificar el traslado y posesión de recursos de la señora  Claudia 
Marcela Zarate Vega en calidad de deudor, por la profesión que indico tener y al ser beneficiario de los préstamos, de los 
señores Cesar Augusto Zarate Vega, Silva Viviana Moreno Rueda y Gloria Omaira Rueda.  
 
Sexto: Como solicitud especial Solicito muy respetuosamente su señoría que, se oficie a la DIRECCIÓN DE IMPUESTOS 
Y ADUANAS NACIONALES – DIAN - para que asi como la señora Claudia Marcela Zarate Vega sus prestamistas los 
señores Cesar Augusto Zarate Vega, Silva Viviana Moreno Rueda y Gloria Omaira Rueda, sean reportados ante el ente 
de control y así se evite la evasión fiscal y tributaria, demostrando el reporte de los prestamos realizados al titular del 
tramite iniciado.  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Código General del Proceso y demás normas concordantes.  
 

NOTIFICACIONES 
 
La suscrita y la entidad a la que represento las recibirá en la Cra. 15 No. 93 B – 43 Segundo Piso de Bogotá D.C. 
En el correo electrónico deissy_gomez@coomeva.com.co 
    
 
Atentamente,  
 

 
 
DEISSY LILIANA GOMEZ GOMEZ  
CC 53.083.228 de Bogota 
T.P. 183.486 del C. S. de la J. 
Tel: 311 248 60 30  
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Bogotá D.C 25 de julio de 2022 

 

Señores, 

JUEZ CIVIL MUNICIPAL DE BARRANQUILLA (REPARTO) 

CENTRO DE CONCILIACIÓN FUNDACIÓN LIBORÍO MEJÍA 

 

DEUDOR:  CLAUDIA MARCELA ZARATE VEGA CC. 63.340.722 

REF.  INSOLVENCIA DE PERSONA NATURAL NO COMERCIANTE 

ASUNTO: DESCORRO TRASLADO OBJECIONES  

 

CLAUDIA MARCELA ZARATE VEGA, identificada con cedula de ciudadanía No 

63.340.722 de la ciudad de Bogotá DC, en calidad de deudor dentro del trámite de 

insolvencia con radicado 002-295-022, que se lleva a cabo en el Centro de 

Conciliación de la Fundación Liborio Mejía, me permito presentar respuesta de las 

objeciones presentadas por la Dra. Deissy Liliana Gomez Gomez entidad en calidad 

de apoderada de BANCOOMEVA, procedo a responder de la siguiente manera: 

Respecto a lo argumentado por la apoderada de la entidad, donde indican que no 

se presentó documento idóneo de soporte el giro de los dineros aportados, 

manifestando que para su percepción el titulo valor (letra de cambio) presentadas 

por cada una de las personas naturales relacionados como acreedores dentro del 

proceso, no son documentos suficientes para probar la existencia de esta deuda, 

indico lo siguiente: 

En este orden de ideas, argumentando y soportando ya que en esta instancia lo que 

en audiencia el acreedor no tuvo la voluntad de que ocurriera; también 

manifestamos que el titulo valor presentado como soporte en audiencia por parte de 

los señores antes mencionados, cuentan con los requisitos exigidos por ley, de 

conformidad con el Código de Comercio:  

“ARTÍCULO 619. . Los títulos-valores son documentos necesarios para legitimar el 

ejercicio del derecho literal y autónomo que en ellos se incorpora. Pueden ser de 

contenido crediticio, corporativos o de participación y de tradición o representativos 

de mercancías”.  

“ARTÍCULO 621. . Además de lo dispuesto para cada título-valor en particular, los 

títulos-valores deberán llenar los requisitos siguientes:  

1) La mención del derecho que en el título se incorpora, y  



2) La firma de quién lo crea. La firma podrá sustituirse, bajo la responsabilidad del 

creador del título, por un signo o contraseña que puede ser mecánicamente 

impuesto”.  

 

“ARTÍCULO 624. . El ejercicio del derecho consignado en un título-valor requiere la 

exhibición del mismo. Si el título es pagado, deberá ser entregado a quien lo pague, 

salvo que el pago sea parcial o sólo de los derechos accesorios”.  

 

“ARTÍCULO 671. . Además de lo dispuesto en el artículo 621, la letra de cambio 

deberá contener:  

1) La orden incondicional de pagar una suma determinada de dinero;  

2) El nombre del girado;  

3) La forma del vencimiento, y  

4) La indicación de ser pagadera a la orden o al portador”. 

 

La letra de cambio es un título de crédito, que se materializa a través de un 

documento, y que se utiliza con el fin de garantizar el pago de un préstamo o una 

deuda; este acto se lleva a cabo entre dos partes: el acreedor, quien tiene el derecho 

de exigir el cumplimiento de la obligación, y el deudor quien debe cumplir con esa 

obligación.  

De todo lo anterior, me permito indicar que el deudor no debe arrimar al trámite de 

insolvencia soporte ´probatorio de las afirmaciones contenidas en su solicitud de 

negociación de deudas (como equivocadamente lo alegó la apoderada), pero 

cuando uno de sus acreedores formula una objeción respecto a la existencia de una 

de las deudas inventariadas (en la oportunidad prevista por el articulo 550-1 del 

CGP), la carga de demostrar los contornos de la obligación tildada por los 

acreedores, se encontraría a cargo de los mismos acreedores, asumiendo así que 

el deudor  se encuentra bajo la gravedad de juramento, orientado por un deber de 

conducta, de lealtad y transparencia, que impone brindar la totalidad de la 

información que se requiera para clarificar el camino legal de rehabilitación del 

insolvente. 

Señor juez en esta medida le invoco el principio constitucional de Buena fe, pues mi 

actuar se apoyó en este criterio. Se ha reiterado en múltiples disposiciones 

jurisprudenciales que la buena fe resulta ser cuando un particular o una autoridad 

ajusta sus comportamientos a una desenvolverse honesto, leal y conforme con las 

acciones que se podrían esperarse de una “persona correcta” Así la buena fe 



presupone la existencia de relaciones reciprocas con trascendencia jurídica, y se 

refiere a la “confianza, seguridad y credibilidad que otorga la palabra dada” 

Según la Corte Constitucional en sentencia T-999 de 2012, indica que:  

“Las actuaciones de los particulares y de las autoridades deberán ceñirse a los 

postulados de la buena fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos 

adelanten ante éstas. Del texto de la norma se desprende que la Carta no solo 

consagra la buena fe como una presunción que favorece a las personas en sus 

reclamaciones, sino que también se constituye en un deber que debe ser respetado 

por estas cuando acuden a las autoridades para hacer valer sus derechos, como 

una garantía de la prevalencia del bien común.” Subrayado fuera de texto. 

 “Desde luego, lo dicho implica que el mencionado principio también tiene sus límites 

y condicionamientos, derivados de otro postulado fundamental como es el de la 

prevalencia del interés común. En modo alguno puede pensarse que el principio de 

la buena fe se levante como barrera infranqueable que impida a las autoridades el 

cumplimiento de su función, pues, mientras la ley las faculte para hacerlo, pueden 

y deben exigir los requisitos en ella indicados para determinados fines, sin que tal 

actitud se oponga a la preceptiva constitucional. En nuestro Estado de Derecho, las 

leyes gozan de aptitud constitucional para imponer a la administración o a los jueces 

la obligación de verificar lo manifestado por los particulares y para establecer 

procedimientos con arreglo a los cuales pueda desvirtuarse en casos concretos la 

presunción de la buena fe (…).”  

“En virtud de ello, la Corte ha señalado que la buena fe ha pasado de ser un principio 

general del derecho para convertirse en un postulado constitucional. Este 

trascendental principio exige de los particulares y de las autoridades ceñirse en sus 

actuaciones a una conducta honesta, leal y acorde con el comportamiento que 

puede esperarse de una persona correcta (vir bonus). La buena fe supone la 

existencia de una relación entre personas y se refiere fundamentalmente a la 

confianza, seguridad y credibilidad que otorga la palabra dada. En similar sentido, 

en la Sentencia T-1117 de 2003 se dijo que “según lo ha entendido la jurisprudencia 

constitucional, si bien el Estado no puede defraudar a los administrados en la 

confianza que ellos depositan en él y en el valor mismo de sus actuaciones, el 

particular igualmente debe actuar de manera tal que su buena fe y transparencia se 

vean reflejadas en las actuaciones que cumpla frente a las diferentes entidades del 

Estado.”  

“Este principio tiene una estrecha relación con el deber de colaborar con la 

administración de justicia consagrado en el artículo 95 Constitucional. Dice la 

norma: “La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la comunidad 

nacional. Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla. El ejercicio de los 

derechos y libertades reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades. 

Toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes. Son deberes de la 



persona y del ciudadano: (…) 7) Colaborar para el buen funcionamiento de la 

administración de la justicia…”  

“Dicho mandato no solo se refiere al deber que tienen los particulares de colaborar 

con los entes jurisdiccionales en causas ajenas a la propia, sino que también hace 

alusión a la actitud que adopta el interesado cuando acude a los jueces para hacer 

valer los derechos que considera le están siendo vulnerados.” 

Cabe mencionar el ARTICULO 167 C.G del P. Incumbe a las partes probar el 

supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 

persiguen. 

Dentro del trámite de insolvencia se presentaron oportunamente los elementos 

materiales probatorios por mi parte, como deudor para soportar la existencia de las 

deudas, como las letras de cambio. 

Lo cual se logra evidenciar que, respecto a las objeciones presentadas por los 

acreedores, su intención es tener el poder de votación dentro del proceso, 

desestimando el derecho a votación y la igualdad de los acreedores. 

 

PRETENSIONES 

1. Solicito Sr Juez Que se desestime las pretensiones de los acreedores Deissy 

Liliana Gomez (BANCOOMEVA) y en su lugar confirme las acreencias de 

todas las personas naturales relacionados como acreedores en mi proceso 

de insolvencia.  

 

ANEXOS 

1. Letras de Cambio. 

 

 

Atentamente, 

 

 
 

CLAUDIA MARCELA ZARATE VEGA 

CC. 63.340.722 

 



 

 

 

 

 

 

 



 


